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asumido por la Secretaría de Estado de Inmigración y 
Emigración, dentro del límite asignado a la correspon-
diente partida presupuestaria,

Disposición adicional única. Informe anual de segui-
miento.

La Dirección General de Emigración efectuará el 
seguimiento de la aplicación del presente real decreto, 
elevando un informe anual al Ministro de Trabajo y Asun-
tos Sociales en el que, en su caso, se propondrán las 
modificaciones a introducir en el régimen que se esta-
blece si se produjeran desviaciones con incidencia presu-
puestaria.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el Real Decreto 728/1993, de 14 de 
mayo, por el que se establecen pensiones asistenciales 
por ancianidad en favor de los emigrantes españoles, así 
como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo establecido en este real decreto.

Disposición final primera. Modificación del Decreto 
2766/1967, de 16 de noviembre por el que dictan nor-
mas sobre prestaciones de asistencia sanitaria y orde-
nación de servicios médicos en el Régimen General 
de la Seguridad Social.

El Decreto 2766/1967, de 16 de noviembre, por el que 
dictan normas sobre prestaciones de asistencia sanitaria 
y ordenación de servicios médicos en el Régimen General 
de la Seguridad Social, queda modificado como sigue:

Uno. La norma 3.ª del apartado 2 del artículo 6 queda 
redactada del siguiente modo:

«3.ª La de los trabajadores por cuenta ajena que 
hayan causado baja en el Régimen de la Seguridad Social 
correspondiente para realizar una actividad laboral por 
cuenta ajena en el exterior, desde la fecha de la baja hasta 
el momento en que se produzca su salida de España.»

Dos. Se añade una norma 3.ª bis con la siguiente 
redacción:

«3.ª bis. La de los trabajadores por cuenta ajena 
españoles de origen residentes en el exterior que se des-
placen temporalmente a España cuando, de acuerdo con 
las disposiciones de la legislación de Seguridad Social 
española, las del Estado de procedencia o de las normas 
o Convenios Internacionales de Seguridad Social estable-
cidos al efecto, no tuvieran prevista esta cobertura.»

Disposición final segunda. Título competencial.

El presente real decreto se dicta al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 149.1.2.ª de la Constitución, que atri-
buye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
emigración.

Disposición final tercera. Facultad de desarrollo.

Se faculta al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales 
para dictar las disposiciones necesarias para la aplicación 
y desarrollo de este real decreto.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado», salvo lo previsto sobre la prestación por razón de 
necesidad que entrará en vigor el 1 de enero de 2008.

Dado en Madrid, el 11 de enero de 2008.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,

JESÚS CALDERA SÁNCHEZ-CAPITÁN 

MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE
 1265 REAL DECRETO 13/2008, de 11 de enero, por 

el que se aprueba el Plan Especial del Alto 
Guadiana.

La previsión legal de un Plan Especial para el Alto 
Guadiana tiene su justificación en una situación ambien-
talmente muy degradada en este lugar como consecuen-
cia de un conjunto de causas que, en su interrelación, han 
conducido de una forma progresiva a una amenaza 
importante para este territorio. Aun cuando quizá el hecho 
más resaltable de esa situación sea la profunda afección 
sufrida por el Parque Nacional de las Tablas de Daimiel 
(que desde hace bastantes años, entre otras medidas, 
recibe una transferencia de aguas provenientes de la 
cuenca del Tajo), lo cierto es que la pervivencia de las 
explotaciones agrícolas que, en buena medida, han con-
ducido a la situación reseñada, está claramente cuestio-
nada para el futuro en su modelo actual, como conse-
cuencia de la degradada situación de las masas de agua 
subterránea. Como en muy pocas ocasiones es factible 
advertir con esta nitidez, ecología y economía presentan 
en este lugar una interrelación evidente, de tal forma que 
el mantenimiento en buen estado de las masas de agua 
subterránea es condición necesaria para la sostenibilidad 
de las explotaciones agrícolas que se basan en ellos y, a 
su vez, solamente la consecución de una racionalización 
en la actividad agrícola que se desarrolla en este lugar 
permitirá la recuperación y la superación del desequili-
brio hídrico que en la actualidad existe en alguna de las 
masas de agua que forman el Alto Guadiana. Incidir de 
una manera racional sobre esta interrelación es lo que 
permitirá alcanzar el objetivo fundamental de este Plan 
Especial de lograr un buen estado de las masas de agua 
subterránea y de las aguas superficiales que discurren por 
el territorio del Alto Guadiana.

En los años 1994-1999 pudieron advertirse algunas 
mejoras en la situación de las masas de agua subterrá-
nea, sobre todo después de la implantación del Programa 
de Compensación de Rentas que propició una disminu-
ción en los volúmenes de agua extraídos. No obstante, el 
período 2000-2006 ha sido especialmente seco, el peor de 
los últimos cuarenta años, a pesar de la situación de pre-
cipitaciones atmosféricas singularmente beneficiosas que 
en algunos años de los últimos mencionados se dieron. 
En cualquier caso, las disminuciones de consumos oca-
sionadas por el Programa de Compensación de Rentas 
deben considerarse en principio puramente coyunturales, 
por lo que no puede esperarse razonablemente una dis-
minución permanente de las extracciones una vez que 
dicho Programa desaparezca. Ello es un acicate más para 
la necesaria instauración de una nueva política que 
afronte decididamente las causas del problema, poniendo 
en pie un modo de actuación que conduzca a una progre-
siva y permanente mejora de la situación ambiental y, 
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consiguientemente, propicie un horizonte económica-
mente consolidado y sostenible de la actividad agrícola y 
económica en el territorio y, por ello, del bienestar de sus 
habitantes. Debe considerarse, además, que se trata de 
una de las zonas más pobladas de su entorno, que cuenta 
con una población dinámica y social y económicamente 
muy activa.

Para dar respuesta a esta situación, la disposición adi-
cional cuarta de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan 
Hidrológico Nacional, ordenó la formación de un Plan 
Especial del Alto Guadiana. La finalidad de esta previsión 
legal es, en los términos de la disposición adicional citada, 
«mantener un uso sostenible de los acuíferos de la cuenca 
alta del Guadiana». A esos efectos en esta disposición se 
prevé un desarrollo del régimen jurídico de un conjunto 
de actuaciones consistente en:

«a) La reordenación de los derechos de uso de aguas, 
tendente a la recuperación ambiental de los acuíferos.

b) La autorización de modificaciones en el régimen 
de explotación de los pozos existentes.

c) La concesión de aguas subterráneas en situacio-
nes de sequía.

d) Otras medidas tendentes a lograr el equilibrio 
hídrico y ambiental permanente de esta cuenca».

Por su parte, la disposición adicional segunda del Real 
Decreto-ley 9/2006, de 15 de septiembre, por el que se 
adoptan medidas urgentes para paliar los efectos produci-
dos por la sequía en las poblaciones y en las explotaciones 
agrarias de regadío en determinadas cuencas hidrográfi-
cas, incorpora un conjunto de previsiones específicas, con 
ámbito territorial limitado al Alto Guadiana, que introducen 
los instrumentos jurídicos necesarios para una mayor efi-
cacia de la gestión de los derechos de uso de agua, mante-
niendo el carácter público de las aguas subterráneas. Asi-
mismo, se refuerza la eficacia de los centros de intercambios 
de derecho de aguas, ampliando el ámbito de la reasigna-
ción de recursos de forma que este instrumento sirva para 
dar respuesta a objetivos medioambientales o de interés 
de las Comunidades Autónomas.

El Alto Guadiana se manifiesta, en este marco, como 
un territorio que cumple todas las condiciones para que 
puedan ser puestos en marcha los principios del desarro-
llo sostenible que forman hoy el sustrato común de cual-
quier regulación de los recursos naturales que se quiera 
llamar racional, uso sostenible al que apela expresamente 
la disposición adicional cuarta de la Ley 10/2001, de 5 de 
julio, del Plan Hidrológico Nacional, para lo que concibe 
un Plan Especial del Alto Guadiana con unos determina-
dos objetivos que ahora se desarrollan.

En particular, las normas incluidas como anexo 1 del 
Plan Especial del Alto Guadiana tienen un variado conte-
nido pero un objetivo común, consistente en conseguir el 
buen estado, compatible con un uso sostenible, de las 
masas de aguas subterráneas y de las superficiales a 
ellas asociadas en el ámbito territorial definido. Existe, 
también, un hilo conductor consistente en facilitar a los par-
ticulares la transformación de los derechos privados exis-
tentes en derechos concesionales, para lo que se ofrece 
un procedimiento administrativo específico y se aclara el 
significado de la modificación de las condiciones de 
aprovechamiento en el uso de los pozos. Igualmente se 
ofrecen líneas directrices sobre la política de adquisición 
de derechos de uso de agua. Todo ello, de acuerdo con lo 
preceptuado en las disposiciones adicionales segunda y 
tercera del antes citado Real Decreto-ley 9/2006, de 15 de 
septiembre.

Ese objetivo de propiciar la transformación de dere-
chos privados en concesionales coincide con lo que fue 
directriz de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas, y que 
hoy cuenta con distintos elementos adicionales a los que 
se ha llegado por puras razones de evolución del ordena-
miento jurídico. Así, es bien conocido que el contrato de 

cesión de derechos de uso de agua está vedado a los titu-
lares de derechos inscritos en el Catálogo de Aguas priva-
das, pero permitido a los titulares de derechos concesio-
nales o a los de aprovechamientos temporales de aguas 
privadas. Ello tiene su correspondiente reflejo en las Nor-
mas del Plan Especial.

De esta forma, se intenta unificar en la medida de lo 
posible el régimen jurídico de las aguas en este espacio 
territorial tan sensible, lo que llevará consigo mayores 
posibilidades de intervención por parte de la Administra-
ción hidráulica y, al tiempo, una protección administra-
tiva efectiva para todos los derechos transformados en 
concesionales.

Además de esta parte normativa, se articulan los 
siguientes Programas que han de coordinar lo estable-
cido en el Programa Agua para Castilla-La Mancha con 
nuevas actuaciones que cuya ejecución corresponde al 
Ministerio de Medio Ambiente o a la Confederación 
Hidrográfica del Guadiana:

Programa Hidrológico (anexo 2), en el que se contie-
nen detalladamente, entre otras, las medidas a las que se 
refieren las Normas del Plan Especial, y que constituye el 
instrumento básico de actuación.

Programa de Apoyo a las Comunidades de Usuarios 
(anexo 3).

Programa Ambiental (anexo 4), volcado, fundamental-
mente, en la mejora de los espacios naturales y en la 
forestación de determinados suelos que en la actualidad 
se dedican al cultivo agrícola.

Programa de Información y Sensibilización Ambiental 
(anexo 5).

Programa de Abastecimiento y Saneamiento (anexo 6), 
con el fin de garantizar los usos prioritarios de abasteci-
miento de la zona y mejorar las condiciones de depuración, 
desarrollando lo contenido en el Programa Agua y en el 
Plan Nacional de Calidad de las Aguas 2007-2015.

Se prevé igualmente que se integrarán en el Plan 
Especial del Alto Guadiana, formando parte del mismo a 
todos los efectos, los Programas sectoriales de moderni-
zación y desarrollo agrario y de desarrollo económico y 
social. Los mismos deberán ser aprobados por el Con-
sorcio para la gestión del Plan Especial del Alto Gua-
diana al que se refiere el artículo 6 del real decreto en el 
que hay una participación singular de la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha, en atención al ámbito 
material y competencial en el que se proyectan las 
actuaciones que se recogerán en estos Programas, los 
cuales serán dotados económicamente de forma especí-
fica, atendiendo a las competencias implicadas en las 
distintas actuaciones.

Los Programas sectoriales se caracterizan por su rela-
ción con distintos aspectos de la acción pública en el 
ámbito territorial del Alto Guadiana, estando coordinados 
entre sí. En efecto, es claro que debe existir una adecuada 
coordinación de las Administraciones Públicas con com-
petencias e intereses en el Plan Especial del Alto Gua-
diana y en el Programa de Desarrollo Rural Sostenible del 
mismo ámbito. Hay que tener en cuenta, así, que la Admi-
nistración General del Estado es titular de las competen-
cias sobre el agua y las obras hidráulicas (cfr. art. 149.1.22 
y 24 CE) y titular también de la competencia de estableci-
miento de la legislación básica sobre medio ambiente (cfr. 
art. 149.1.23 CE), en tanto que la Comunidad Autónoma de 
Castilla-La Mancha, es titular de las competencias exclusi-
vas sobre ordenación del territorio y agricultura (cfr. art. 31.1.2.º 
y 6.º del Estatuto de Autonomía) y de desarrollo legislativo 
y ejecución de la legislación básica estatal sobre protec-
ción del medio ambiente y de los ecosistemas (cfr. art. 32.7 
del Estatuto de Autonomía). El Plan Especial del Alto Gua-
diana y el Programa de Desarrollo Rural Sostenible aso-
ciado, se han formado teniendo en cuenta esta pluralidad 
de entes públicos responsables de la actividad adminis-
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trativa, a cuyo efecto se ha suscrito un Protocolo de cola-
boración entre la Administración General del Estado y la 
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, de fecha 23 
de octubre de 2007, en el que se establecen las líneas 
generales de este Plan en lo que afecta a las competen-
cias de ambas Administraciones y sus puntos de interrela-
ción. Como el mismo Protocolo de colaboración dispone, 
para el impulso, coordinación y seguimiento de la ejecu-
ción del Plan debe existir un Consorcio, como marco de 
colaboración esencial para la consecución de los objeti-
vos del Plan.

Como ya se ha advertido, la actividad agrícola se 
encuentra en el origen principal de la sobreexplotación de 
las masas de agua subterránea y su consiguiente degra-
dación, por lo que una parte fundamental de la mejora de 
estas masas dependerá de un Programa agrícola conce-
bido con el objetivo de reducir los consumos de agua a 
través de la previsión de las mejores técnicas de riego 
posibles y de la reorientación hacia cultivos escasamente 
consumidores de agua. Dado el reparto competencial en 
materia de agricultura, con la colaboración de la Comuni-
dad Autónoma de Castilla-La Mancha se desarrollarán las 
actuaciones necesarias para el establecimiento de un 
nuevo modelo agrario a aplicar en la zona que sirva, deci-
sivamente, para la consecución del buen estado de las 
masas de agua subterránea y de las superficiales a ellas 
asociadas. Lo mismo puede decirse del resto de Progra-
mas sectoriales, algunos de los cuales están directamente 
relacionados con las exigencias de la disposición adicio-
nal cuarta de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidro-
lógico Nacional y otros lo están sólo indirectamente, y se 
consideran incluibles en el Programa de Desarrollo Rural 
Sostenible, siendo necesaria su existencia para la conse-
cución del objetivo pretendido.

Este Plan Especial ha sido consultado en su proceso de 
elaboración con la Comunidad Autónoma de Castilla-La 
Mancha y con diversas organizaciones públicas y repre-
sentativas de intereses económicos y sociales: Comunida-
des de Usuarios, Asociaciones y Sindicatos Agrarios, Orga-
nizaciones de protección del medio ambiente, Entidades 
locales del territorio, Universidades etc., todo ello teniendo 
en cuenta la práctica de la evaluación ambiental estraté-
gica llevada a cabo de conformidad con lo establecido por 
la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efec-
tos de determinados planes y programas en el medio 
ambiente.

Particular incidencia deberán tener, en justa corres-
pondencia con el papel que les otorga tradicionalmente la 
legislación española de aguas, las Comunidades de Usua-
rios que deben ser, además de consultadas en las medi-
das que se adopten en ejecución del Plan Especial del Alto 
Guadiana, colaboradoras incorporadas estrechamente a 
determinados procesos de ejecución del Plan Especial, 
como primeras interesadas en el desarrollo sostenible del 
territorio en el que llevan a cabo su actividad.

Parece adecuado indicar, por último, que todas las 
medidas incluidas en el Plan Especial del Alto Guadiana 
no solamente son compatibles, sino que están en plena 
sintonía con el contenido de la Directiva 2000/60/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre 
de 2000, por la que se establece un marco comunitario 
de actuación en el ámbito de la política de aguas, en 
especial en lo que con relación a los objetivos ambienta-
les a cumplir para las aguas subterráneas se indica en su 
artículo 4.1.b). No cabe duda de que la aplicación del Plan 
Especial del Alto Guadiana contribuirá al cumplimiento 
del objetivo ambiental de conseguir un «equilibrio entre 
la extracción y la alimentación de dichas aguas (subterrá-
neas) con objeto de alcanzar un buen estado de las aguas 
subterráneas a más tardar quince años después de la 
entrada en vigor de la presente Directiva...» [del art. 4.1.b) 
ii) de la Directiva mencionada]. Si se tiene en cuenta que, 
inicialmente, se fija un período de vigencia del Plan Espe-

cial de ocho años (como indican las Normas aprobadas 
por este Real Decreto y sin perjuicio de las posibles pró-
rrogas del Plan Especial en función de las circunstancias 
del momento), se puede advertir plásticamente esa sinto-
nía que se indica, proporcionándose en la Memoria del 
Plan los datos necesarios que demuestran la factibilidad 
de las actuaciones que se pretenden desarrollar y su 
inserción dentro de la letra y espíritu de esta Directiva 
2000/60/CE.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Medio 
Ambiente con la aprobación previa de la Ministra de 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 11 de enero de 2008.

D I S P O N G O :

Artículo 1. Aprobación.

1. Por medio del presente real decreto se aprueba el 
Plan Especial del Alto Guadiana, que consta de los 
siguientes documentos:

1) Normas (anexo 1).
2) Programa Hidrológico (anexo 2).
3) Programa de Apoyo a las Comunidades de Usua-

rios (anexo 3).
4) Programa Ambiental (anexo 4).
5) Programa de Información y Sensibilización 

Am biental (anexo 5).
6) Programa de Abastecimiento y Saneamiento 

(anexo 6).
7) Memoria (anexo 7).
8) Presupuesto (anexo 8).

2. Se integrarán asimismo en el Plan Especial del 
Alto Guadiana, y formarán parte del mismo a todos los 
efectos, los Programas sectoriales de modernización y 
desarrollo agrario y de desarrollo económico y social 
que, con base en lo contemplado en los documentos 
técnicos del Plan, se aprueben por el Consorcio al que 
se refiere el artículo 6, en el marco y con la financiación 
del Programa de Desarrollo Rural Sostenible del Alto 
Guadiana

Estos Programas sectoriales serán publicados en el 
«Boletín Oficial del Estado» por orden del Ministerio de 
Medio Ambiente.

Artículo 2. Objeto del Plan Especial.

El objeto del Plan Especial del Alto Guadiana es la con-
secución del buen estado de las masas de aguas subterrá-
neas y superficiales asociadas, corrigiendo el déficit 
hídrico estructural existente en el ámbito territorial des-
crito en el artículo 4 de este real decreto, todo ello en el 
marco de un desarrollo sostenible de los usos agrícolas y 
económicos en general a cuyos efectos se han formado 
los Programas mencionados en el artículo 1 de este real 
decreto, que son objeto de consideración en este Plan y 
en el Programa de Desarrollo Rural Sostenible del Alto 
Guadiana.

Las actuaciones comprendidas en el Programa de 
Desarrollo Sostenible del Alto Guadiana se atendrán a 
lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 1698/2005, 
de 20 de septiembre, del Consejo, relativo a la ayuda al 
desarrollo rural a través del Fondo Europeo Agrícola de 
Desarrollo Rural (FEADER), en el Marco Nacional de 
Desarrollo Rural 2007-2013 y en el Real Decreto 1113/2007, 
de 24 de agosto, por el que se establece el régimen de 
coordinación de las autoridades de gestión de los pro-
gramas regionales de desarrollo rural.
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Artículo 3. Definiciones.

A los efectos del Plan Especial del Alto Guadiana se 
entenderá por:

a) Déficit hídrico: El producido cuando el volumen 
de agua extraído de una masa de agua subterránea sea 
superior a su renovación, teniéndose en cuenta, en todo 
caso, las restricciones de carácter ambiental que se esta-
blezcan. El déficit se puede medir anualmente o por otros 
períodos temporales concretos.

b) Recuperación hídrica: el exceso en la recarga de 
las masas de agua subterránea, medido en concretos 
períodos temporales, cuando la renovación natural sea 
superior a la extracción de agua de las masas de agua 
subterránea teniendo en cuenta, en todo caso, las condi-
ciones de calidad de las aguas y las restricciones de carác-
ter ambiental.

c) Equilibrio hídrico: La consecución, medida en con-
cretos períodos temporales, de igualdad entre el volumen 
de agua extraída de las masas de agua subterránea y su 
renovación natural teniendo en cuenta, en todo caso, las 
restricciones de carácter ambiental. Dado el actual déficit 
hídrico existente, el equilibrio hídrico no será completo 
hasta que éste no haya desaparecido.

d) Interesados: Los titulares de derechos de agua o 
de terrenos en el ámbito territorial del Plan, las Comuni-
dades de usuarios de aguas superficiales y subterráneas, 
las Entidades locales, las organizaciones no gubernamen-
tales que tengan por objeto la protección de la naturaleza 
y las organizaciones representativas de intereses econó-
micos y sociales y, en general, todos los que merezcan el 
concepto de interesado a que se refiere la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. En todos los casos se entenderá que Comunida-
des de usuarios, Entidades locales, organizaciones no 
gubernamentales de protección de la naturaleza y de inte-
reses económicos y sociales, deben desarrollar su actua-
ción en el ámbito territorial del Plan Especial.

Artículo 4. Ámbito territorial del Plan Especial.

1. El Plan Especial del Alto Guadiana es aplicable a la 
cuenca del río Guadiana, aguas arriba de la desemboca-
dura del río Jabalón, incluyendo la cuenca de éste.

2. No obstante lo indicado en el apartado anterior, 
las distintas medidas contenidas en el Plan Especial 
podrán tener una eficacia territorialmente limitada en la 
forma dispuesta en los documentos que lo componen, 
atendiendo a la realidad de las distintas masas de agua y 
a los condicionantes ambientales, así como a las implica-
ciones sociales y económicas. Las peculiaridades de apli-
cación mencionadas en este artículo se concretarán en las 
decisiones y Proyectos de actuación que se adopten en 
ejecución del Plan Especial.

Artículo 5. Aplicación temporal del Plan Especial.

1. El Plan Especial del Alto Guadiana tendrá una 
vigencia que se extenderá inicialmente hasta el 31 de 
diciembre de 2015 en aplicación de lo previsto en la dispo-
sición adicional undécima 1.a) de la Ley de Aguas, texto 
refundido aprobado por Real Decreto legislativo 1/2001, 
de 20 de julio.

No obstante, si una vez transcurrido dicho término no 
se han alcanzado en todas o en alguna de las masas de 
agua los objetivos de buen estado, podrán prorrogarse 
todas o alguna de las medidas contenidas en este Plan 
conforme a lo establecido en la citada disposición adicio-
nal undécima.

2. La prórroga, con las modificaciones que sean per-
tinentes, será adoptada mediante real decreto aprobado 

por el Gobierno, previo acuerdo con la Junta de Comuni-
dades de Castilla-La Mancha.

Artículo 6. Órganos para el impulso, coordinación y 
seguimiento y participación del Plan Especial.

1. Corresponden al «Consorcio para la gestión del 
Plan Especial del Alto Guadiana» (en adelante, el Consor-
cio) de acuerdo con el Protocolo de colaboración suscrito 
por la Administración General del Estado y la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha con fecha 23 de octu-
bre de 2007, las funciones de impulso, coordinación y 
seguimiento de las medidas contenidas en las Normas y 
Programas Sectoriales del Plan Especial del Alto Guadiana 
y del Programa de Desarrollo Rural Sostenible del Alto 
Guadiana, pudiendo encomendársele también actuaciones 
de gestión en el marco de lo previsto por tal Protocolo.

2. El Consejo Asesor del Alto Guadiana es un órgano 
consultivo integrado en la estructura organizativa del 
Consorcio. Le corresponden competencias consultivas y 
de informe y propuesta, y en él podrán tener participa-
ción, de acuerdo con lo establecido en los Estatutos del 
Consorcio, las Comunidades de usuarios, entidades loca-
les, Universidad de Castilla-La Mancha y otras universida-
des, expertos en las materias reguladas por el Plan y las 
Organizaciones con finalidades de protección ambiental o 
representativas de intereses económicos y sociales que 
desarrollen su actividad en el ámbito territorial que abarca 
el Plan Especial.

Artículo 7. Funciones del Consorcio: informe anual, eva-
luación global de resultados y solicitudes de revisión 
del Plan Especial.

1. El Consorcio hará público anualmente un Informe 
sobre los resultados de la ejecución del Plan Especial del 
Alto Guadiana.

2. Con independencia de lo indicado en el apartado 
anterior, cada cuatro años el Consorcio llevará a cabo una 
evaluación global de sus resultados que se hará pública.

3. Conforme a los resultados de los Informes anua-
les y de la evaluación global, las Administraciones públi-
cas presentes en el órgano de gestión del Consorcio, 
podrán proponer al Gobierno la revisión del Plan Especial 
del Alto Guadiana en función de los criterios de revisión 
contenidos en las Normas del Plan.

Artículo 8. De la revisión y modificación del Plan Especial.

1. Los Programas Sectoriales y las Normas que for-
man parte del Plan Especial del Alto Guadiana podrán ser 
revisados cuando se den las siguientes circunstancias:

a) Modificación de la Política Agraria Comunitaria 
que vaya a tener efectos sustanciales sobre la producción 
agrícola del espacio considerado en este Plan.

b) Variación significativa del estado de las masas de 
aguas superficiales y subterráneas que aconseje una 
modificación de las formas de actuación previstas por el 
Plan.

c) Concurrencia de otras circunstancias que afecten 
sustancialmente al medio ambiente del área objeto del 
Plan y a los usos que en ella se desarrollen.

d) Modificación sustancial, en relación a las previsio-
nes iniciales, de las dotaciones económicas utilizadas 
para la ejecución del Plan.

2. La revisión del Plan Especial del Alto Guadiana, 
así como las modificaciones puntuales del mismo, reque-
rirán idénticos trámites que la aprobación del Plan.
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Artículo 9. Dotación económica.

El Gobierno incluirá las partidas necesarias para la eje-
cución de las medidas contenidas en el Plan Especial en el 
proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.

Disposición adicional primera. Consulta de los documen-
tos del Plan Especial.

Los ciudadanos tienen derecho al conocimiento de los 
documentos que forman parte del Plan Especial, conforme 
a lo dispuesto por la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que 
se regulan los derechos de acceso a la información, de par-
ticipación pública y de acceso a la justicia en materia de 
medio ambiente. La Confederación Hidrográfica del Gua-
diana y la Junta de Comunidades de Castilla La Mancha, 
directamente o a través del Consorcio, pondrán los medios 
técnicos que resulten procedentes para hacer efectivo tal 
derecho.

Disposición adicional segunda. Efectos sobre las políticas 
sectoriales.

1. Las medidas contenidas en el Plan Especial del Alto 
Guadiana serán tenidas en cuenta en la formulación de las 
políticas sectoriales de las Administraciones competentes 
a desarrollar en el ámbito territorial del Plan Especial.

2. El Consorcio deberá recibir de las Administraciones 
competentes información periódica sobre el contenido de 
las decisiones adoptadas en el marco de las políticas secto-
riales que realicen, a los efectos del ejercicio de sus propias 
competencias.

Disposición final primera. Títulos competenciales.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 149.1, reglas 22.ª, 23.ª y 24.ª de la Constitución, 
que respectivamente atribuyen al Estado la competencia 
exclusiva en materia de legislación, ordenación y conce-
sión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando 
las aguas discurran por más de una comunidad autónoma, 
legislación básica sobre protección del medio ambiente y 
obras públicas de interés general.

Disposición final segunda. Habilitación reglamentaria.

La Ministra de Medio Ambiente dictará, en el ámbito de 
las competencias de la Administración General del Estado, 
las normas necesarias para el desarrollo y ejecución del 
Plan Especial del Alto Guadiana.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

Este real decreto y el Plan Especial que por él se 
aprueba entrarán en vigor el día siguiente al de su publica-
ción en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 11 de enero de 2008.

JUAN CARLOS R.

La Ministra de Medio Ambiente,

CRISTINA NARBONA RUIZ

(En suplemento aparte se publica el Plan Especial del Alto Guadiana) 


